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En definitiva el demandante de amparo fue conde-
nado por las manifestaciones de la persona que recibió
las llamadas telefónicas y por las de dos testigos que
las oyeron. Pero, por lo que respecta a la participación
del recurrente en los hechos, las declaraciones de los
dos testigos mencionados en último lugar se refirieron
directa y exclusivamente a la realidad de la existencia
de las llamadas, al teléfono móvil del que procedían e,
incluso, a su contenido vejatorio. Pero la procedencia
de las llamadas, es decir la identificación de que era
el demandante el autor de las mismas, se produjo exclu-
sivamente por la declaración del denunciante Sr. Sán-
chez Guijarro. Éste manifestó que dado que en las con-
versaciones telefónicas se mencionaba a su socio, con
el cual tenía una empresa domiciliada en Córdoba, le
comentó tales hechos «identificando su socio las llama-
das de Rafael». En suma el testimonio que ha servido
para la condena del demandante ha sido, por lo que
se refiere a este hecho trascendental de la identidad
de quien realizaba las llamadas -pues todos reconocen
que el teléfono móvil desde el que se realizaban no era
de la titularidad del demandante-, un testimonio de refe-
rencia. El denunciante y testigo Sr. Sánchez Guijarro afir-
mó que su socio identificó al recurrente. Mas, tratándose
de un testigo conocido, que incluso formuló otra denun-
cia en Córdoba contra el recurrente de la cual fue éste
absuelto, no consta ni tan siquiera que dicha persona
fuera propuesta como testigo. No pudo, por lo tanto
comparecer a declarar al acto del juicio. Mucho menos,
pues, puede darse por cierta la imposibilidad o la extrema
dificultad para que tuviera lugar esa comparecencia.

En consecuencia, la participación del demandante en
los hechos por los que ha sido condenado ha quedado
acreditada a través de una prueba testifical de referencia
sin haber ni siquiera intentado llevar al acto del juicio
al testigo directo. Se trata por lo tanto de una condena
basada en una actividad probatoria realizada sin las
correspondientes garantías que, por ello, es vulneradora
del derecho a la presunción de inocencia, lo que debe
conducir a la estimación del amparo y a la anulación
de las resoluciones judiciales combatidas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar amparo a don Rafael Salazar García y, en
consecuencia:

1.o Reconocer su derecho fundamental a la presun-
ción de inocencia (art. 24.2 CE).

2.o Declarar la nulidad de las Sentencias del Juz-
gado de Instrucción núm. 1 de Almería de 10 de julio
de 2000, recaída en el juicio de faltas 339-2000, y la
Sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Almería
el 10 de mayo de 2001, en el rollo de apelación núm.
14-2001.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de julio de dos mil
tres.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García
Manzano.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Del-
gado Barrio.—Roberto García-Calvo y Montiel.—Jorge
Rodríguez-Zapata y Pérez.—Firmado y rubricado.

16121 Sala Segunda. Sentencia 147/2003, de 14
de julio de 2003. Recurso de amparo
4970-2001. Promovido por don Francisco
Martín Manzano frente a la Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Cataluña que
confirmó una sanción por pastorear en la
reserva nacional de caza de Boumort.
Supuesta vulneración de los derechos a la
tutela judicial efectiva, a la prueba y a la lega-
lidad sancionadora: STC 131/2003. Voto
particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4970-2001, promovido
por don Francisco Martín Manzano, representado por
el Procurador de los Tribunales don Cesáreo Hidalgo
Senén y asistido por la Abogada doña Pilar Berney Puyol,
contra la Sentencia de la Sección Quinta de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña, de 11 de julio de 2001, que estimó
parcialmente el recurso contencioso-administrativo núm.
310/97 interpuesto por el recurrente contra la Reso-
lución del Consejero de Agricultura, Ganadería y Pesca
de la Generalidad de Cataluña de 15 de noviembre de
1996, desestimatoria a su vez del recurso ordinario inter-
puesto contra la resolución sancionadora del Director
General del Medio Natural, de fecha 7 de junio de 1996.
Han intervenido el Abogado de la Generalidad de Cata-
luña y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Eugeni Gay Montalvo, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
22 de septiembre de 2001, el Procurador de los Tri-
bunales don Cesáreo Hidalgo Senén, en nombre y repre-
sentación de Francisco Martín Manzano, interpuso recur-
so de amparo contra la Sentencia citada en el enca-
bezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) En virtud de las denuncias formuladas por guar-
das forestales de la reserva nacional de caza de Boumort
(Lérida), que advertían sobre el hecho de que el Sr. Martín
Manzano hubiera realizado los días 15 de noviembre
de 1995 y 16, 18 y 20 de enero de 1996 labores de
pastoreo con un rebaño de 28, 25, 32 y 29 cabezas
de bovino, respectivamente, sin disponer de la preceptiva
autorización administrativa, la Dirección General del
Medio Natural de la Generalidad de Cataluña decidió
incoar expediente sancionador contra el citado Sr. Martín
Manzano.

b) Instruido el correspondiente expediente, formu-
lados los pliegos de cargo y descargo y practicadas las
diligencias probatorias que fueron consideradas perti-
nentes por la instructora, el 7 de junio de 1996 el Director
General del Medio Natural dictó la oportuna resolución
acordando imponer al Sr. Martín Manzano, hoy deman-
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dante de amparo, la sanción de 500.000 pesetas de
multa, más el pago de una indemnización en concepto
de daños y perjuicios por importe de 2.194.236 pesetas,
como responsable de la infracción grave prevista en el
art. 74.2 f) de la Ley de Cataluña 6/1988, de 30 de
marzo, forestal, que tipifica como infracción «el pasto
en zonas vedadas de conformidad con la presente Ley».

c) Contra la citada resolución sancionadora el
demandante interpuso recurso ordinario que fue final-
mente desestimado por Resolución del Consejero de
Agricultura, Ganadería y Pesca de la Generalidad, de
fecha 15 de noviembre de 1996.

d) Agotada en tal forma la vía administrativa, la
representación procesal del ahora demandante de ampa-
ro formalizó recurso contencioso-administrativo (recurso
núm. 310/1997) ante la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña,
alegando, entre otros motivos de oposición, la existencia
de gruesas irregularidades en la tramitación del expe-
diente sancionador y la infracción del principio de lega-
lidad sancionadora reconocido en el art. 25.1 CE. Y tal
fin propuso oportunamente la práctica de diferentes
medios de prueba: documental, testifical, pericial y de
reconocimiento judicial del lugar de los hechos.

e) Mediante providencia de 29 de mayo de 1999
la Sala acordó admitir parcialmente la prueba documen-
tal propuesta por el actor y admitir la testifical, recha-
zando en cambio la práctica de la prueba de recono-
cimiento judicial. Finalmente, respecto de la prueba peri-
cial, acordó dar vista de la propuesta a la Administración
demandada para informe.

Contra esta resolución el actor dedujo recurso de
súplica, que fue desestimado por Auto de la Sala de
12 de noviembre de 1999. Por nuevo Auto del siguiente
día 18 de noviembre la Sala acordó la práctica de la
prueba pericial propuesta; lo que se verificó por el perito
designado al efecto, con el resultado que obra en los
autos.

f) Con fecha 11 de julio de 2001 la Sección Quinta
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia dictó Sentencia por la que, estiman-
do parcialmente el recurso interpuesto, al apreciar que
la infracción realmente cometida debió ser calificada de
leve, acordó rebajar la sanción impuesta a 100.00 pese-
tas, confirmando en todo lo demás la legalidad de san-
ción recurrida.

3. En la demanda de amparo, articulada por la vía
del art. 44 LOTC, se solicita la anulación de la men-
cionada Sentencia a la que el recurrente atribuye las
siguientes lesiones constitucionales.

En primer lugar, le reprocha la vulneración del dere-
cho a obtener la tutela judicial efectiva sin indefensión
reconocido en el art. 24.1 CE como consecuencia de
las graves irregularidades cometidas en el procedimiento
sancionador. A tal fin alega que la Administración, para
empezar, no le notificó en ningún momento las denun-
cias formuladas por los guardas forestales, lo que le impi-
dió conocer tanto el lugar concreto donde supuestamen-
te se produjeron los hechos imputados como la identidad
de los agentes que le denunciaron; extremos que con-
sidera relevantes para su defensa. Con arreglo a este
planteamiento el recurrente insiste, a continuación, que
la Administración, ni en la propuesta de resolución ni
en la propia resolución sancionadora, identificó el lugar
concreto donde presuntamente ocurrieron los hechos
denunciados, lo que ciertamente considera era impres-
cindible aclarar antes a fin de comprobar si la zona en
la que estaba pastoreando estaba efectivamente vedada
o no. El recurrente alega también que la Administración
le impidió probar la ausencia de daños y perjuicios y
hace especial hincapié en que la resolución administra-
tiva desestimatoria del recurso ordinario incurrió en
incongruencia al no haberse pronunciado sobre la exis-
tencia de un derecho histórico y consuetudinario al apro-

vechamiento de pastos en Boumort, incongruencia en
la que, según sostiene el recurrente, también incurre
la Sentencia impugnada.

En segundo lugar, bajo la invocación del art. 24.2
CE, el recurrente considera que la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo ha vulnerado igualmente su dere-
cho a la utilización de los medios de prueba pertinentes
para su defensa al haber inadmitido buena parte de las
pruebas propuestas, lo que le ha ocasionado indefensión
al haberle impedido probar la existencia de las irregu-
laridades que se produjeron en vía administrativa.

En tercer lugar el recurrente denuncia la vulneración
del derecho de defensa que consagra el art. 24 CE, en
relación con el art. 25.1 CE, porque considera que la
sanción se funda en la aplicación del plan de aprove-
chamiento de pastos de la reserva nacional de caza de
Boumort, que no ha sido debidamente publicado y que
no era tampoco conocido. En línea con este plantea-
miento el demandante denuncia también la infracción
del principio de legalidad y tipicidad sancionadora reco-
nocido en el art. 25.1 CE al haber sido sancionado por
unos hechos que no están tipificados como infracción
administrativa. El recurrente considera que los hechos
imputados, pastorear un rebaño dentro de la reserva
nacional de caza de Boumort sin autorización, no pueden
subsumirse en el tipo establecido en el art. 74.2 f) de
la Ley 6/1998, que dispone que constituye infracción
administrativa «el pasto en zonas vedadas de acuerdo
con esta Ley». No obstante señala que, aun cuando se
considerase que dichos hechos son subsumibles en ese
tipo, la Administración no puede prohibir el pastoreo
en virtud de un plan de aprovechamiento de pastos que
no se encuentra publicado ni fue notificado a los inte-
resados, pues ello vulnera la exigencia de la lex certa
que garantiza el art. 25.1 CE.

En cuarto lugar el recurrente considera que la Sen-
tencia impugnada incurre en incongruencia al no pro-
nunciarse sobre los extremos planteados y justificar, en
su lugar, la imposición de la sanción en hechos y fun-
damentos de derecho distintos de aquéllos en los que
la Administración se basó para imponer la sanción. El
recurrente entiende que existe un desajuste entre lo
resuelto por el órgano judicial y la argumentación jurídica
en la que la Administración fundamentó la imposición
de la sanción. La diferente calificación jurídica que, a
juicio del recurrente, la Sentencia otorga a los hechos
imputados y en la que fundamenta la imposición de la
Sanción, vulnera, según se sostiene en la demanda de
amparo, el principio acusatorio.

Por último el demandante alega la vulneración del
derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE), toda
vez que no se ha probado por la Administración el lugar
concretó donde apacentaban los bovinos ni si dicho lugar
era de titularidad pública o privada, y, en consecuencia,
no ha acreditado si los hechos denunciados pueden tipi-
ficarse como infracción en la Ley de ordenación forestal
de Cataluña.

4. Mediante providencia de 22 de julio de 2002
la Sala Segunda de este Tribunal acordó admitir a trámite
la demanda de amparo y, de conformidad con el art.
51 LOTC, requerir al Departamento de Agricultura, Gana-
dería y Pesca de la Generalidad de Cataluña a fin de
que remitiese certificación o fotocopia adverada de las
actuaciones correspondientes al expediente sanciona-
dor, y requerir a la Sección Quinta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña para que en el plazo de diez días remitiera
igualmente testimonio de las actuaciones correspondien-
tes al recurso núm. 310/97 y emplazase a quienes hubie-
sen sido parte en el citado proceso contencioso, con
excepción de la parte de la recurrente en amparo, para
que en el plazo de diez días pudieran comparecer en
este proceso constitucional, con traslado a estos efectos
de copia de la demanda presentada.



BOE núm. 193. Suplemento Miércoles 13 agosto 2003 47

5. El 27 de septiembre de 2002 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal el escrito del Abogado de
la Generalidad de Cataluña instando su personación. Por
diligencia de ordenación de 10 de octubre de 2002 se
tuvo por personada y parte en el procedimiento a la
Generalidad de Cataluña y se confirió un plazo de veinte
días para que las partes personadas y el Ministerio Fiscal
presentaran las alegaciones que estimaran pertinentes.

6. El 8 de noviembre de 2002 el demandante de
amparo presentó sus alegaciones, reiterando los argu-
mentos contenidos en la demanda de amparo y haciendo
especial hincapié en la infracción del derecho a no ser
sancionado por acciones que en el momento de pro-
ducirse no constituyen una infracción administrativa por
la legislación vigente (art. 25.1 CE en relación con los
principios de publicidad y seguridad recogidos en el art.
9.3 CE).

7. El día 13 de noviembre de 2002 el Abogado
de la Generalidad presentó sus alegaciones interesando
la desestimación del amparo. Con carácter preliminar
niega que alguna de las afirmaciones contenidas en la
demanda sobre los hechos acaecidos sean ciertas. Se
recuerda, así, por ejemplo, que las denuncias aclaran
que el pastoreo se estaba realizando en el bosque de
Carreu y que se trata de una finca de titularidad pública
y de un bosque catalogado.

A continuación niega también que las quejas del
recurrente que denuncian la supuesta lesión del derecho
a la tutela judicial efectiva, sin indefensión o a utilizar
los medios de prueba pertinentes para defensa puedan
ser admitidas. Principalmente porque, en contra de lo
afirmado en la demanda, el demandante ha gozado en
todo momento de plenas posibilidades de defensa, sin
que las pruebas inadmitidas, de haberlo sido, hubiesen
alterado en nada el sentido de la resolución final del
proceso judicial.

Como tampoco, en su opinión, merece ninguna con-
sideración la supuesta infracción del principio de lega-
lidad sancionadora. A tal fin el Abogado de la Generalidad
subraya que la sanción impuesta lo fue por pastorear
sin autorización y con arreglo exclusivamente a la legis-
lación forestal, que considera que está compuesta, ade-
más de por la citada Ley regional 6/1988, por la Ley
estatal de montes y, de modo particular, por el Regla-
mento de montes (aprobado por Decreto 485/1962,
de 22 de febrero), cuyo art. 216.1 establece que «no
se podrá realizar aprovechamiento alguno en los montes
catalogados sin que por la Jefatura del servicio corres-
pondiente se expida la licencia de disfrute», y que prue-
ban la regla de prohibición general bajo reserva de auto-
rización expresa en materia de aprovechamiento de
pastos.

Por otra parte niega también que los planes de apro-
vechamiento de pastos, que corresponde aprobar a la
Administración autonómica, sean en rigor verdaderas
normas jurídicas que demanden por tanto su publicación.
Son, por el contrario, meros instrumentos técnicos de
carácter interno, que, por lo mismo, no añaden ni quitan
nada a la mencionada prohibición general de pastorear
sin licencia. Por esta razón la Administración nunca los
consideró a lo largo del expediente sancionador ni los
citó tampoco en la resolución sancionadora.

Finalmente el Abogado de la Generalidad niega tam-
bién que en el presente caso se haya producido la infrac-
ción del derecho a la presunción de inocencia o que
la Sentencia haya incurrido, por su parte, en el vicio
de incongruencia que le atribuye el recurrente.

8. El 11 de noviembre de 2002 el Fiscal presentó
sus alegaciones, interesando igualmente la desestima-
ción del amparo. Niega así, en primer lugar, que en el
presente asunto quepa apreciar un real y efectivo menos-
cabo del derecho de defensa con relevancia constitu-

cional. Y rechaza también que la denuncia de incon-
gruencia pueda ser examinada, habida cuenta que el
recurrente no agotó antes la vía judicial previa mediante
el planteamiento del oportuno incidente de nulidad de
actuaciones.

Como tampoco, en opinión del Fiscal, está justificada
la queja que denuncia la infracción del principio de lega-
lidad sancionadora como consecuencia de que la Admi-
nistración aplicara una norma (el plan de aprovechamien-
to forestal) que no había sido previamente publicada,
habida cuenta que de las actuaciones judiciales apor-
tadas a este proceso despunta muy claramente que el
recurrente, no sólo era plenamente consciente del carác-
ter antijurídico de su conducta, sino que conocía también
la existencia del citado plan. De igual forma, a su juicio,
no cabe considerar tampoco que la Administración
incurriera en una indebida aplicación al caso del tipo
infractor previsto en el art. 74.2 f) de la Ley forestal
de Cataluña, pues la interpretación en que se funda no
puede calificarse en modo alguno de irrazonable, extra-
vagante o arbitraria, por lo que, a fin de cuentas, lo que
el recurrente expresa, bajo la invocación formal del art.
25.1 CE, es simplemente su personal discrepancia con
lo decidido previamente por la Administración y la Sala.

Finalmente el Fiscal considera que la queja relativa
a la supuesta infracción del derecho fundamental a uti-
lizar los medios de prueba pertinentes y la lesión del
derecho a la presunción de inocencia carecen asimismo
del imprescindible contenido constitucional. En el primer
caso, porque el recurrente no ha justificado en qué forma
las pruebas inadmitidas podía ser relevantes para la reso-
lución del proceso. Y, en el otro, porque las denuncias
formuladas por los guardas forestales, luego ratificadas
en el proceso, junto al propio reconocimiento por el actor
de los hechos, constituyen pruebas de cargo suficientes
para destruir legítimamente la presunción de inocencia
que garantiza el art. 24.2 CE.

9. Por providencia de 26 de junio de 2003, se seña-
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 30 del mismo mes y año, habiéndola finalizado
en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. El demandante de amparo impugna únicamente,
por la vía del art. 44 LOTC, la Sentencia de 11 de julio
de 2001, dictada por la Sección Quinta de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña en los autos 310/97, a la que, con-
forme se ha dejado anotado en los antecedentes, repro-
cha la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión; incongruencia; infracción del derecho
a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defen-
sa; y vulneración de la presunción de inocencia y del
principio de legalidad y tipicidad de las sanciones.

En el presente asunto, sin embargo, es indudable que
buena parte de las lesiones constitucionales que denun-
cia el recurrente, de haberse producido realmente, ten-
drían su origen directo en la Resolución sancionadora
del Director General del Medio Natural de 7 de junio
de 1996, confirmada luego, en vía de recurso ordinario,
por la Resolución del Consejero de Agricultura, Gana-
dería y Pesca de la Generalidad de Cataluña, de 15 de
noviembre de 1996, y no, por tanto, en la Sentencia
impugnada que confirmó la legalidad de estas resolu-
ciones administrativas, aunque al hacerlo la citada reso-
lución judicial incurriera a su vez, a juicio del recurrente,
en las infracciones constitucionales del art. 24 CE que
antes se han recordado. De modo que, como tempra-
namente advirtiera ya este Tribunal, hay que entender
que la impugnación por esos motivos de la Sentencia
desestimatoria es intrascendente y resultado sólo de una
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equivocada interpretación del art. 43 LOTC (STC
6/1981, de 16 de marzo).

Esta defectuosa articulación del recurso no ha de
impedir, sin embargo, el examen de las infracciones cons-
titucionales en que supuestamente habría incurrido la
Administración, toda vez que basta la mera lectura de
la fundamentación jurídica y del suplico de la demanda
para comprobar que el recurso comprende, además de
la petición de nulidad de la Sentencia formalmente
impugnada, la de las citadas resoluciones administra-
tivas. Por consiguiente en realidad el recurrente ha inter-
puesto un amparo del tipo que en alguna ocasión hemos
calificado de «mixto» (SSTC 68/1985, de 27 de mayo;
29/1987, de 6 de marzo; 20/1990, de 15 de febrero;
183/1997, de 28 de octubre; 201/1997, de 25 de
noviembre; y 1/2001, de 15 de enero), porque se dirige
al mismo tiempo contra un acto administrativo (art. 43
LOTC) y frente a una resolución judicial (art. 44 LOTC).

2. Precisado este aspecto, y ya en relación con las
concretas vulneraciones aducidas, debe recordarse que
el recurrente esgrime la eventual lesión de varios dere-
chos fundamentales. Así, según la demanda, se habrían
conculcado su derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 CE) -lo que se habría originado por las irregula-
ridades sufridas durante la instrucción y porque la Sec-
ción Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña no dio res-
puesta a una de sus alegaciones (referidas a la existencia
de derechos tradicionales de pastoreo)-, su derecho a
utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa
(art. 24.2 CE) -puesto que se inadmitieron de forma inde-
bida diversos medios probatorios propuestos en tiempo
y forma-, el principio de legalidad penal (art. 25.1 CE),
que impide que sea sancionado en virtud de un plan
forestal que no ha sido oficialmente publicado, y, a la
postre, su derecho a la presunción de inocencia (art.
24.2 CE), ya que no se han acreditado los hechos por
los que se le sanciona. Tanto el Abogado que actúa
en nombre y representación de la Generalidad de Cata-
luña como el Ministerio Fiscal interesan la desestimación
íntegra del recurso de amparo interpuesto.

Este conjunto de vulneraciones aducidas en la deman-
da de amparo han sido ya planteadas por el mismo
recurrente y en un similar asunto en el recurso de amparo
núm. 4800-2000 y han sido examinadas por este Tri-
bunal en la reciente Sentencia donde se rechazan todas
y cada una de ellas en aplicación de nuestra doctrina
constitucional a las concretas circunstancias del caso
enjuiciado. Ello obliga ahora a remitir íntegramente a
las consideraciones contenidas en la Sentencia antedi-
cha y a su fundamentación jurídica.

3. En consecuencia, la aplicación al presente caso
de la doctrina contenida en nuestra Sentencia
131/2003, de 30 de junio, nos lleva derechamente a
denegar el amparo solicitado, al no haberse infringido
ninguno de los derechos que se dicen vulnerados.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo interpues-
to por don Francisco Martín Manzano.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a catorce de julio de dos mil tres.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Eugeni
Gay Montalvo respecto de la Sentencia dicta en el recur-

so de amparo 4970-2001

Dada la coincidencia esencial de este asunto con el
que fue objeto de la STC 131/2003, de fecha 30 de
junio del presente año, me remito al Voto particular que
formulé a la misma, cuyos argumentos, discrepantes con
los de la mayoría de la Sala, doy aquí por reproducidos.
En coherencia con mi anterior Voto, y sin perjuicio del
respeto que me merecen las opiniones de la mayoría
expresadas en ésta y en aquélla Sentencia, creo que
también aquí debió otorgarse el amparo solicitado.

Madrid, a catorce de julio de dos mil tres.—Eugeni
Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

16122 Sala Segunda. Sentencia 148/2003, de 14
de julio de 2003. Recurso de amparo
196-2002. Promovido por doña Nuria Amez-
cua Nuño frente a Sentencia dictada por la
Audiencia Provincial de Madrid, revocada en
grado de casación por la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, en causa por delito de apro-
piación indebida.
Alegada vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión: condena
penal pronunciada en recurso de casación sin
resolver sobre una eximente, la cual no había
sido planteada en dicho recurso contra la Sen-
tencia absolutoria.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 196-2002, promovido
por doña Nuria Amezcua Nuño, representada por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Everilda Camargo Sán-
chez y asistida por el Abogado don César Camargo Sán-
chez, contra la Sentencia de 5 de marzo de 1999, dictada
por la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de
Madrid en el rollo núm. 171/98, que fue revocada por
la Sentencia de 29 de noviembre de 2000, dictada por
la Sala Segunda del Tribunal Supremo al resolver el recur-
so de casación núm. 1901/99. Han intervenido el Minis-
terio Fiscal y doña Manuela de Diego Cobo, representada
por el Procurador don Manuel Ortiz de Urbina Ruiz y
asistida por la Letrada doña Sonsoles de Amunátegui
Rodríguez. Ha sido Ponente el Magistrado don Tomás
S. Vives Antón, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
pasado 11 de enero de 2002 la representación procesal
de la recurrente presentó demanda de amparo contra
la Sentencia de 5 de marzo de 1999, dictada por la
Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Madrid
en el rollo núm. 171/98, que fue revocada por la Sen-
tencia de 29 de noviembre de 2000, dictada por la Sala
Segunda del Tribunal Supremo al resolver el recurso de
casación núm. 1901/99, por la que se condenó a la
recurrente, como autora de un delito continuado de apro-
piación indebida agravado con la circunstancia del art.
250.6 del Código penal, a la pena de 3 años y 6 meses


